El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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66001-31-03-001-2017-00104-01
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Jairo Calderón Sánchez
Accionado (s):

Consorcio Colombia Mayor
Vinculado (s):

Gerente Regional de Risaralda de esa entidad, los Directores de Procesos Judiciales, de Acciones Constitucionales y de Contribuciones Pensionales y Egresos de Colpensiones, el Ministerio de Trabajo y el municipio de Pereira.
Magistrada Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


SEGURIDAD SOCIAL / MÍNIMO VITAL / PETICIÓN / SUSPENSIÓN DE AFILIACIÓN Y SUBSIDIO / CALIDAD DE COTIZANTE /CONCEDE / CONFIRMA / HECHO SUPERADO -  La Sala comparte la decisión adoptada por la funcionaria de primera instancia, ya que en efecto, si bien se demostró que el Consorcio Colombia Mayor profirió respuesta a la petición elevada, allí se omite indicar con claridad cuál es la razón por la cual se suspende la afiliación del demandante al programa de subsidio al aporte en pensión ya que al respecto simplemente le indican que “usted figura con la siguiente situación: `pila renta tipo cotizante 57 independiente voluntario al sistema de riesgos laborales IBC salud 738000 periodo salud 1/08/2017 1/08/2017´” .

Empero, en esta instancia se pudo constatar que aquel derecho se encuentra satisfecho en la actualidad.

En efecto, mediante oficio del 17 de noviembre pasado, recibido por el accionante en esa misma fecha , el apoderado del Gerente General del Consorcio Colombia Mayor, le informó al señor Jairo Calderón Sánchez que su afiliación al programa de subsidio al aporte de pensión, iniciada a partir del 1º de diciembre de 2011, había sido suspendida de forma preventiva el 28 de septiembre de 2017 porque fue reportado en el cruce de la base de datos PILA como cotizante en el sistema general de riesgos laborales con un IBC en salud de $738.000 y por tal razón se presume que se encuentra incurso en la causal de capacidad de pago para cubrir el aporte total a pensión, de que trata el numeral 1 del artículo 2.2.14.1.24 del Decreto 1833 de 2016 y la cual tiene sustento en el artículo 26 de la Ley 100 de 1993. De igual manera, se evidencia que dicho aporte se hizo bajo el tipo “Y” y cotizante 57. 

Por tanto, esa entidad se encuentra impedida para realizar la reactivación requerida hasta tanto se demuestre que no incurrió en tal circunstancia y para ese fin es necesario que incorpore copia de su historia laboral y de los certificados de la EPS, de la ARL y laborales y del salario percibido en el mes de agosto, cuando cotizó al sistema general de riesgos laborales .

En estas condiciones, para la Sala, la contestación suministrada cumple los elementos de claridad y coherencia de que carecía la primera respuesta, ya que le informa al actor los motivos que llevaron a suspender el subsidio pensional y el trámite que se debe surtir para poder reactivarlo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

 
  Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

 
  Pereira, enero diecinueve (19) de dos mil dieciocho (2018)

 
  Acta No. 09 del 19 de enero de 2018

  Expediente No. 66001-31-03-001-2017-00104-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el apoderado del Consorcio Colombia Mayor, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 10 de noviembre último, en la acción de tutela que instauró el señor Jairo Calderón Sánchez contra la recurrente, a la cual fueron vinculados la Gerente Regional de Risaralda de esa entidad, los Directores de Procesos Judiciales, de Acciones Constitucionales y de Contribuciones Pensionales y Egresos de Colpensiones, el Ministerio de Trabajo y el municipio de Pereira.
ANTECEDENTES

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Desde hace aproximadamente cuatro años, goza del subsidio a pensión que otorga Colombia Mayor.
1.2 El 28 de septiembre del año pasado, la entidad accionada decidió suspender el subsidio en razón a que supuestamente aparece registrado como conductor de taxis y devenga más de un salario mínimo legal, a pesar de que nunca se ha desempeñado como tal y que es desempleado.
1.3 En diferentes ocasiones ha acudido a las oficinas de la demandada, “pero siempre me piden papeles los cuales no tracienden (sic) a ninguna solución”.
2. Considera lesionado el derecho a la seguridad social y para su protección, solicita se ordene al Consorcio Colombia Mayor reintegrarlo al programa del subsidio pensional “sin perder la continuidad desde el mes de septiembre hasta la fecha”.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 30 de octubre último se admitió la acción y se ordenó vincular al Ministerio de Trabajo, al municipio de Pereira, a la Gerente Regional de Risaralda del Consorcio Colombia Mayor y a los Directores de Procesos Judiciales, de Acciones Constitucionales y de Contribuciones Pensionales y Egresos de Colpensiones.

2. Dentro del trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Asesora de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Trabajo alegó que la entidad que representa carece de legitimación en la causa, en razón a que los hechos de la demanda involucran exclusivamente al Consorcio Colombia Mayor, entidad que es la encargada de administrar los recursos del fondo de solidaridad pensional y que, como tal, dentro de sus competencias, de conformidad con el contrato de encargo fiduciario No. 216 de 2013, tiene la de verificar los requisitos que deben cumplir los afiliados para ingresar y permanecer como beneficiarios de ese subsidio pensional. 

Frente al caso concreto, señaló que de acuerdo con la información reportada por el Consorcio Colombia Mayor, el accionante es beneficiario del programa de aporte en pensión desde el 1º de diciembre de 2011, se le han subsidiado 287,14 semanas de cotización y hasta el mes de junio de 2017 se encontraba en el grupo de trabajadores independientes urbanos 2. Debido al cruce de información con la base de datos PILA, se observó que el citado señor obtenía un ingreso superior al salario mínimo legal mensual vigente, circunstancia que configura causal de pérdida del subsidio por haber adquirido capacidad de pago, de acuerdo con el artículo 5º de la Ley 797 de 2003. De todas formas, si se verifica que el hecho de que el actor aparezca en las bases de datos con un salario que sobrepasa el mínimo, obedece a una operación de redondeo de sus ingresos, el Consorcio deberá considerar su reactivación.
2.2 El apoderado del Consorcio Colombia Mayor, luego de definir de manera general la misión de esa entidad como administradora del fondo de solidaridad pensional y el funcionamiento del subsidio al aporte a pensión, dijo que el señor Jairo Calderón Sánchez se afilió a ese programa desde el 1º de diciembre de 2011, en el grupo de trabajador independiente urbano 2 y fue suspendido preventivamente el 28 de septiembre de 2017 por hallarse incurso en la causal de capacidad de pago para cubrir el aporte total a pensión, de que trata el numeral 1 del artículo 2.2.14.1.24 del Decreto 1833 de 2016, por motivo de haber aportado al sistema de riesgos laborales sobre un IBC en salud de $738.000, según lo demuestra el reporte PILA del mes inmediatamente anterior. Explicó que la referida causal se aplica como mecanismo de protección para el programa pensional ya que garantiza la sostenibilidad del fondo de solidaridad. Además la mencionada planilla fue liquidada bajo el tipo “Y” y cotizante 57, los cuales se utilizan, según la página www.miplanilla.com, para personas que se desempeñen como taxistas sin contrato de prestación de servicios y por tanto es la cooperativa la que cancela sus aportes. Por ello se presume que el accionante trabajó como conductor de servicio público en el mes de agosto de 2017. Agregó que aunque el artículo 2.2.14.4.23 del citado Decreto brinda la posibilidad de que los afiliados suspendan el subsidio cuando ingresen a un trabajo en el que se les garanticen todas las prestaciones de ley, sin embargo, en este caso el accionante dejó de poner en conocimiento esa circunstancia, como era su deber. 
En cuanto a la protección al debido proceso del accionante, alegó que mediante comunicación del 4 de octubre de 2017, remitida a su residencia, fue notificado de la suspensión del programa y se le requirió para que aportara los soportes que desvirtuaran los hechos constitutivos de esa decisión, pero a la fecha lo único que ha incorporado fue un derecho de petición, del 4 de octubre, en el cual solicita ser reactivado en el programa. El 25 del citado mes se le envió otro oficio en el cual se le pidió allegar la fotocopia de su historia laboral y los certificados de la EPS, de la ARL y de la labor y salario percibido en el mes de agosto, sin que tampoco haya procedido a ello. Por tanto el Consorcio no ha tenido otra opción diferente a mantener la suspensión del subsidio.
Se opuso a las pretensiones y solicita: a) se niegue el amparo por inexistencia de vulneración de derechos; b) se declare el incumplimiento al requisito de la subsidiariedad, ya que el demandante se abstuvo de agotar el trámite administrativo correspondiente y decidió acudir directamente a la tutela y c) se vincule al Ministerio del Trabajo como entidad a la cual está adscrita el fondo de solidaridad pensional.
2.3 La Secretaria de Desarrollo Social y Político de Pereira señaló que ese ente territorial carece de competencia para efectuar el pago de la prestación pensional reclamada pues si bien el programa de Colombia Mayor pertenece a esa Secretaría, de su promoción se encarga el Gobierno Nacional. Revisadas las bases de datos se evidencia que el accionante se afilió al subsidio al aporte en pensión PSAP y no al subsidio directo que maneja el municipio “demostrando que la suspensión del subsidio se generó por estar incluido en la planilla integrada de liquidación de aportes PILA en la ciudad de Pereira”.
2.4 Colpensiones guardó silencio. 

3. Mediante sentencia del 10 de noviembre pasado, la señora Jueza Primera Civil del Circuito de Pereira concedió el amparo al derecho de petición del accionante y ordenó al Consorcio Colombia Mayor, por medio de su Gerente Regional, manifestarle los motivos por los cuales se suspendió el subsidio pensional, así como las diligencias que debe adelantar para reactivarlo. En el evento de que el actor incorpore la información requerida, la demandada deberá resolver sobre su reafiliación dentro del término de quince días. Además, requirió al actor para que una vez reciba aquella respuesta aporte los documentos del caso y desvinculó al Ministerio del Trabajo, al municipio de Pereira y a Colpensiones.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso y de expresar que de conformidad con el encargo fiduciario No. 216 de 2013 el Consorcio Colombia Mayor es el responsable de administrar los recursos del fondo de solidaridad pensional y en tal calidad “debe exigir a los aspirantes del `Programa Subsidio de Aporte a la Pensión´, los requisitos de edad y semanas de cotización que demanda el Decreto 1833 de 2016”, estimó que esa entidad incurrió en inconsistencias dentro del trámite de suspensión pues se dejó de corroborar si el demandante en realidad cotizó sobre una suma superior al salario mínimo o si por el contrario se trata de una aproximación de valores, como lo indicó el Ministerio del Trabajo. Además, en la contestación de la tutela el citado Consorcio alegó que la desactivación del programa obedeció a que el accionante aparece en las bases de datos como conductor de taxis y que es necesario que se aporten los documentos restantes para estudiar la posibilidad de la reactivación solicitada. Aunque esa decisión fue notificada al peticionario, no fue debidamente justificada ni contiene la claridad suficiente, ya que lo único que se le dice al respecto es “bloqueo pila renta tipo cotizante 57 independiente voluntario al sistema de riesgos laborales”, es decir que se omitió darle respuesta de forma clara, concreta y de fondo.
4. Inconforme con el fallo, el apoderado del Consorcio Colombia Mayor lo impugnó. Alegó que el pasado 17 de noviembre se remitió respuesta de fondo a la petición elevada por el accionante el 1º anterior, en la cual se le informó las razones por las cuales no era posible su reactivación en el programa de subsidio pensional. Esta contestación fue entregada de manera personal al actor. Solicita se revoque el fallo de primera instancia y en su lugar se declare la carencia actual de objeto por hecho superado.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.
2. Corresponde a la Sala decidir si: a) la entidad demandada desconoció el derecho de petición de que es titular el accionante, al no responder en debida forma la solicitud que formuló para obtener su reactivación en el programa del fondo de solidaridad pensional; b) si se está frente a un hecho superado tal como lo plantea la entidad accionada y c) si algún otro derecho se vulneró al actor con la decisión de suspender el citado beneficio pensional.  

4. La funcionaria de primera sede, como ya se indicara, concedió el amparo solicitado porque la entidad demandada, si bien procedió a resolver sobre la petición elevada por el actor, lo hizo de forma confusa.

En este punto considera la Sala necesario indicar que el hecho de que en la contestación de la demanda el Consorcio Colombia Mayor hubiere reconocido que el actor, el 4 de octubre del año pasado, elevó solicitud para obtener la reactivación en el programa de subsidio, configura, como es obvio, prueba suficiente de la existencia de ese derecho de petición.
Es preciso hacer la anterior aclaración debido a que con la demanda no se incorporó copia de esa solicitud y aunque en el transcurso de la primera instancia se aportaron copias de peticiones elevadas ante la entidad demandada
, a ello procedió el actor a solicitud telefónica del oficial mayor del juzgado de primera instancia
 y no ocasión de una prueba legamente decretada. Como si fuera poco, se omitió correr traslado de esos medios de prueba a la parte accionada. Por tanto, tales documentos se dejarán al margen del análisis de esta providencia, pues de lo contrario, se lesionaría el derecho de defensa de la entidad accionada, al sorprenderla con la inclusión y valoración de pruebas documentales que no fueron decretadas ni puestas en su conocimiento.
5. La Sala comparte la decisión adoptada por la funcionaria de primera instancia, ya que en efecto, si bien se demostró que el Consorcio Colombia Mayor profirió respuesta a la petición elevada, allí se omite indicar con claridad cuál es la razón por la cual se suspende la afiliación del demandante al programa de subsidio al aporte en pensión ya que al respecto simplemente le indican que “usted figura con la siguiente situación: `pila renta tipo cotizante 57 independiente voluntario al sistema de riesgos laborales IBC salud 738000 periodo salud 1/08/2017 1/08/2017´”
.
6. Empero, en esta instancia se pudo constatar que aquel derecho se encuentra satisfecho en la actualidad.

En efecto, mediante oficio del 17 de noviembre pasado, recibido por el accionante en esa misma fecha
, el apoderado del Gerente General del Consorcio Colombia Mayor, le informó al señor Jairo Calderón Sánchez que su afiliación al programa de subsidio al aporte de pensión, iniciada a partir del 1º de diciembre de 2011, había sido suspendida de forma preventiva el 28 de septiembre de 2017 porque fue reportado en el cruce de la base de datos PILA como cotizante en el sistema general de riesgos laborales con un IBC en salud de $738.000 y por tal razón se presume que se encuentra incurso en la causal de capacidad de pago para cubrir el aporte total a pensión, de que trata el numeral 1 del artículo 2.2.14.1.24 del Decreto 1833 de 2016 y la cual tiene sustento en el artículo 26 de la Ley 100 de 1993. De igual manera, se evidencia que dicho aporte se hizo bajo el tipo “Y” y cotizante 57. 

Por tanto, esa entidad se encuentra impedida para realizar la reactivación requerida hasta tanto se demuestre que no incurrió en tal circunstancia y para ese fin es necesario que incorpore copia de su historia laboral y de los certificados de la EPS, de la ARL y laborales y del salario percibido en el mes de agosto, cuando cotizó al sistema general de riesgos laborales
.
7. En estas condiciones, para la Sala, la contestación suministrada cumple los elementos de claridad y coherencia de que carecía la primera respuesta, ya que le informa al actor los motivos que llevaron a suspender el subsidio pensional y el trámite que se debe surtir para poder reactivarlo.

8. De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
7. En conclusión, se confirmará el fallo que se revisa, pero se declarará la carencia actual de objeto por encontrarse superado el hecho que originó la lesión al derecho de petición. 
8. En lo relativo a la pretensión principal de la demanda, dirigida a obtener la reactivación del subsidio pensional y garantizar la continuidad en ese programa, baste decir que, como ya se dijo, solo hasta que el demandante allegue la información requerida la entidad demandada podrá entrar a decidir sobre tal circunstancia, lo cual, hasta el momento, no se tiene noticia que se haya surtido.   
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 10 de noviembre último, dentro de la acción de tutela que formuló el señor Jairo Calderón Sánchez contra el  Consorcio Colombia Mayor, pero se declara la carencia actual de objeto.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



(Con ausencia justificada)
� Folios 16 a 18 cuaderno No. 1


� Folio 23 cuaderno No. 1


� Folio 58 cuaderno No. 1 dicha comunicación fue entregada en la dirección del accionante el 13 de octubre último, folio 59


� Folio 137 a 139 cuaderno No. 1


� Folio 9 cuaderno No. 2


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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